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Capítulo 10
Jurisprudencia y sistema  
de precedentes: escenarios 
a partir de la reforma judicial
María Amparo Hernández Chong Cuy1

I. Introducción
El sistema de jurisprudencia, y con ello de precedentes obligatorios, pare-
cería no haber sido afectado por la reforma judicial Obrador-Sheinbaum. 
Muy pocas disposiciones relativas a la manera en que se integra y obliga la 
jurisprudencia fueron modificadas.

Se ajustaron los votos necesarios para que un precedente de la Suprema 
Corte sea vinculante (debido a la disminución del número de ministros de 
once a nueve); asimismo, se suprimieron las normas que definían el umbral 
para que los precedentes de las Salas de la Corte fueran vinculantes, en 
razón a que éstas fueron extinguidas.2 Mas el resto de las reglas quedaron 
prácticamente iguales. 

Esto podría parecer algo bueno, pues casi todo lo que fue ajustado por la 
reforma no tiene buen pronóstico. Sin embargo, esto no es del todo cierto. 
Aun cuando el sistema de jurisprudencia está aparentemente intocado por la 
reforma judicial de 2024, sí sufrió un impacto no menor. 

1	 Magistrada de Circuito e investigadora.
2	 Artículos 94 y 99 de la Constitución. 

Libro completo en: https://tinyurl.com/39a7h6uu
2025. Nexos, Sociedad, Ciencia y Literatura S. A. de C. V., https://www.nexos.com.mx/
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv



118

Al observar con detenimiento, es posible detectar que su funcionalidad 
y objetivos quedaron significativamente dificultados, cuando no comprome-
tidos. La reforma profundizó problemáticas del sistema de jurisprudencia 
provocadas por la figura del “precedente obligatorio”, introducido con la 
reforma de 2021, además de suscitar otras nuevas. Para explicar esto, es 
indispensable un poco de contexto. 

II. El contexto: del histórico status quo a su 
rompimiento en 2021
En México, la jurisprudencia ha sido a lo largo de su historia reconocida 
como fuente de ley. Se trata de un cuerpo legal integrado por las decisiones de 
ciertos tribunales, en particular la Suprema Corte, que es obligatoria para los 
órganos jurisdiccionales de menor jerarquía (semejante a lo que en derecho 
anglosajón se conoce como stare decis).

Desde 1882, la regla era que lo sostenido en un fallo, así fuera de la Supre-
ma Corte, no era por sí mismo obligatorio para los demás jueces. Para lograr 
la obligatoriedad frente a los demás órganos judiciales era indispensable que 
(i) lo reiterara en cinco casos y (ii) que tales asuntos fueran decididos por 
una mayoría calificada.3 

A mediados del siglo XX, para desahogar y disminuir el rezago de la 
Corte, se crearon los Tribunales Colegiados de Circuito. Eventualmente tam-
bién se les permitió establecer jurisprudencia obligatoria para sus inferiores; 
replicándose la regla de reiteración de los cinco fallos para lograr la obliga-
toriedad, aunque exigiéndose votación unánime.

3	 El por qué se introdujo la regla de la su necesaria reiteración ha sido un tema del que se han 
ocupado algunos historiadores, unos considerándolo como la fórmula que era consecuente 
en el momento de la introducción al sistema jurídico del concepto de jurisprudencia, atento a 
las tensiones políticas prevalecientes a finales del siglo XIX entre la judicatura y el Ejecutivo; 
otros poniendo énfasis en las dificultades de difusión y comunicación que en el país preva-
lecían en esa época, a la que no era ajeno lo decidido por la Corte, máxime que si el juez se 
apartaba de lo obligatorio había lugar al fincamiento de responsabilidades. Baste por ahora 
expresar que desde el primer momento en que se introdujo la obligatoriedad para los demás 
tribunales de lo decidido por la Suprema Corte —nuestro actual entendimiento de jurispru-
dencia—, esa obligatoriedad se condicionó a su previa reiteración en cinco casos. Véase: 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, La jurisprudencia en México, segunda edición, 
México, SCJN, pp. 60 y ss.; González Oropeza, Manuel, La jurisprudencia: su conocimiento y 
forma de reportarla, México, SCJN, 2005, pp. 35 y ss.; Rosales Guerrero, Emanuel Guadalu-
pe, Estudio Sistemático de la Jurisprudencia, México, SCJN, 2005, pp. 33 y ss.
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Fue hasta los años 60 del siglo pasado, cuando, en aras de uniformar 
criterios interpretativos divergentes, problemática surgida con la prolifera-
ción de órganos jurisdiccionales, se introdujo la figura de la “contradicción 
de tesis” (renombrada, en 2021, como “contradicción de criterios”). Me-
canismo a través del cual se podía denunciar ante la Suprema Corte que se 
habían dictado dos soluciones contradictorias a un mismo planteamiento; 
la Corte, en respuesta, resolvía cuál debía prevalecer, uniformando así la 
interpretación normativa y el funcionamiento del sistema. Lo decidido en 
ese único fallo por una mayoría simple de votos obligaba a todos los juz-
gadores inferiores. 

Luego, con la reforma judicial de 1994, se introdujeron las “acciones de 
inconstitucionalidad” (medio abstracto de control de constitucionalidad de 
leyes) y se reformó la “controversia constitucional” (litigios entre poderes 
públicos). Ambos procesos del conocimiento exclusivo de la Suprema Corte. 
Estas reformas vienen a colación pues se estableció que la decisión de la 
Suprema Corte en las sentencias dictadas en este tipo de asuntos —con un 
mero fallo y una votación calificada de ocho de once votos— sería obligatorio 
para todo el sistema judicial. Esto marcaba una importante diferencia con lo 
que pasaba en todos los demás litigios que resolvía la Suprema Corte, típi-
camente los juicios de amparo, que siempre han sido los asuntos que ocupan 
el grueso de su trabajo.

Así funcionó el sistema de jurisprudencia durante buena parte del siglo 
XX e inicios del XXI. Y, en términos generales, marchó bastante bien. 

Por otro lado, la difusión de lo decidido también evolucionó de manera re-
levante. Primero se publicaban las sentencias en papel, después se empezaron 
a difundir por el mismo medio las “tesis”, una especie de síntesis y abstracción 
de las decisiones; actualmente, estas tesis se publican en medios electrónicos. 
En sus inicios, las tesis tenían sus bondades, pero a la larga propiciarían prác-
ticas desafortunadas que echaron raíces en el sistema de justicia. 

En efecto, al ser información de fácil consumo, se desincentivó una 
cultura de lectura, de comprensión, análisis de sentencias, diálogo con razo-
namientos, así como de descubrimiento de sus contextos. En lugar de formar 
y desarrollar competencias analíticas, críticas y argumentativas, se solían 
citar pedazos de información (no pocas veces inconexos). De tal manera que 
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la invocación de tesis se convirtió muchas veces en algo inútil y acrítico, que 
en ocasiones incluso arrojaba resultados injustos e ilógicos.

III. La reforma de 2021: el fin de la regla 
de reiteración
En 2021, con el propósito de contrarrestar los vicios de las tesis antes apun-
tados y enfatizar la superioridad jerárquica de la Suprema Corte —al menos 
así se arguyó— se introdujo un “sistema de precedentes”, el cual suprimió 
la regla de la reiteración para los casos de la Suprema Corte.4 

Lo cierto, sin embargo, es que esta reforma nada tenía que ver con las 
malas prácticas propiciadas por la divulgación de tesis. A su vez, la regla 
de reiteración tampoco mancillaba la superioridad jerárquica de la Suprema 
Corte. Es más, los tribunales inferiores, en la práctica, replicaban casi en 
automático lo decidido por la Corte, aun cuando careciera de obligatoriedad. 
A veces persuadidos por el criterio, otras por la comodidad que ello repre-
sentaba, máxime que, de ser recurridas esas decisiones, serían confirmadas. 

La regla de reiteración tampoco encarecía el acceso a la justicia, como 
también se esgrimió para justificar esta reforma. Es cierto, que en ocasiones 
se tenía que litigar un conflicto sobre temáticas que ya habían sido decidi-
das por la Suprema Corte. Sin embargo, eso sucedía porque las autoridades 
administrativas encargadas de aplicar la ley no estaban (ni están) obligadas 
a ceñirse a lo sostenido por la Corte, pues, a éstas nunca les ha obligado la 
jurisprudencia. Pero tal situación de ningún modo se solucionaba con aban-
donar la regla de reiteración. 

La regla de reiteración, por su arraigo, ya era parte de nuestra tradición 
jurídica y tenía sus bondades: propiciaba ejercicios más detenidos de re-
flexión; ponía a prueba del tiempo los méritos de los criterios, que a veces 
se fortalecían y otras no resistían; abría una valiosa oportunidad para que los 
precedentes se conocieran y comprendieran, además de que se fueran nutrien-
do y matizando. La obligatoriedad generalizada llegaba con la maduración y 
con la certeza de que el criterio no pasaba desapercibido. 

4	 Reforma constitucional publicada el 11 de marzo de 2021, Diario Oficial de la Federación. 
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Una muestra de que se le reconocían sus bondades se encuentra en la 
Ley de Amparo promulgada en 2013, cuyo proyecto fue autoría intelectual 
de la propia Corte. En esa ocasión se agregó a la exigencia de cinco reitera-
ciones y votación calificada, con el acento de que tales reiteraciones tenían 
que provenir de sentencias dictadas en distintas fechas.5 Es decir, si en un 
mismo día se resolvían cinco asuntos iguales, tales casos no contaban como 
“reiteraciones” porque no había propiciado un espacio temporal de reflexión 
acerca de lo decidido.6 

En el fondo, el abandono de la regla de reiteración en 2021, dada la coyun-
tura política prevaleciente en esas fechas, en particular una Corte presidida 
por una persona abiertamente afín a un presidente de la República tan fuerte 
como lo fue López Obrador, se tradujo en un velado y tecnificado mecanismo 
de control político sobre la judicatura. 

¿En qué sentido? A partir de este nuevo sistema de precedentes, basta-
ría convencer a ocho de once integrantes de la Suprema Corte de fallar en 
cierto sentido un sólo caso, para que todo litigio similar que transitara por 
el sistema, a través de los tribunales inferiores, tuviera que resolverse de la 
misma manera. Una suerte de tablero de control de largo alcance sobre toda 
la judicatura: un fallo desde la Suprema Corte, a partir del control de unos 
algunos de sus integrantes, sofocaría la libertad de jurisdicción de los poderes 
judiciales del país por entero. 

IV. La inviabilidad de los fines no políticos 
del sistema de único precedente	
La reforma de 2021, por otra parte, encontró variopintos obstáculos para 
concretar los fines epistémicos que perseguía, tales como cambiar la forma 
de conocer, usar y razonar a partir de la interpretación del derecho de la Corte. 

En primer lugar, estaba el diseño competencial de la Suprema Corte y, en 
ese sentido, el hecho de que son varios de miles los asuntos que resuelve cada 

5	 Artículos 222 y 223 de la Ley de Amparo, actualmente derogados. 
6	 Las razones de esta modificación son anecdóticas y no es el caso aquí abordarlas. Lo rele-

vante es destacar que se consideró como positiva la regla de la reiteración, así como tener la 
oportunidad de reflexionar sobre lo decidido antes de dotarlo de obligatoriedad generalizada.
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año7. Un sistema de precedentes como el establecido por la reforma de 2021 
funciona bien cuando el órgano judicial límite —como ocurre, por ejemplo, 
en la Corte Suprema de Estados Unidos— resuelve cuando más un centenar 
de asuntos cada año. Este no es el caso. 

La Corte mexicana resuelve volúmenes inverosímiles de asuntos. En ese 
universo, se abordan pocos grandes problemas constitucionales, y muchí-
simas cuestiones menores. Esto no permite que los funcionarios judiciales, 
incluidos los de la propia Corte, estén siquiera al tanto —mucho menos es-
tudiarlos al fondo— de todos los precedentes existentes, no se diga del resto 
de los operadores judiciales. 

A partir de esta situación, la reforma de 2021 introdujo algunas modifi-
caciones para reducir las cargas de la Suprema Corte, pero no fue suficiente. 
Se canceló la posibilidad de recurrir las decisiones de la presidencia de la 
Suprema Corte para admitir o no amparos directos en revisión (que ingresan 
por miles). Con esto se buscaba aminorar los cuantiosos recursos que contra 
su inadmisión se presentaban, cargando de trabajo procedimental (y no de 
fondo) a las Salas de la Corte, para que despejadas de éstos pudiesen con-
centrarse más en las decisiones de fondo. 

Fue una solución en el sentido correcto, pero pequeña para un problema 
gigantesco. Los asuntos siguieron llegando por miles y, aunque en un ini-
ció se endureció el filtro de las admisiones, lo cierto es que los juicios de 
amparo resueltos por la Corte, desde entonces y a la fecha, siguen siendo 
muchísimos, ascendiendo a más de mil al año.8 El problema, por tanto, ha 
persistido, volviendo disfuncional el sistema de precedentes y dificultando 
la seguridad jurídica. 

7	 En los últimos diez años, el año que menos egresos por resolución ha registrado es de poco 
más de 2,500 casos, mientras que el máximo ha sido de poco más de 8,500, siendo el pro-
medio poco más de 5,300 anuales. Datos de elaboración propia a partir de lo registrado y 
publicado en la estadística de la Suprema Corte, consultable en: 

	 https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/pagina/documentos/2025-01/Ingresos%20Egre-
sos%202024.pdf 

8	 Datos de elaboración propia a partir del Informe Estadístico ya referido. Durante 2021, 2022 y 
2023 los egresos por resolución presidencial fueron al alza, no así en 2024, donde se aprecia 
un baja en la tasa de desechamientos (más admisiones). En 2021, los amparos resueltos por 
resolución colegiada (directos en revisión e indirectos en revisión, suman poco más de 650; 
en 2022, poco más de 800; en 2023, poco más de 1,000; en 2024, poco más de 220).
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Aunado a esto, la ya referida intención de impulsar una nueva forma de 
conocer, entender y razonar con precedentes iba a contraflujo de la arraigada 
cultura jurídica entre funcionarios judiciales y el foro a la que antes nos refe-
ríamos, propensa a la invocación acrítica y descontextualizada de las “tesis” 
de jurisprudencia. La cual, sobra mencionar, difícilmente cambia por decreto. 

Lo insostenible e idealizado de las justificaciones empleadas para el aban-
dono de la regla de reiteración y las barreras estructurales y culturales no 
atendidas en 2021, para su real funcionamiento, dieron pie a la lectura de que 
su verdadero motivo, más bien, fue el control técnico-político de la judicatura 
ya aludido. Pero, entonces, vino la reforma judicial de 2024. 

V. La reforma de 2024 y el control técnico-político 
de judicatura
La reforma judicial Obrador-Sheinbaum, con el acceso político electoral al 
cargo de ministra o ministro, junto con reducción del número de integran-
tes de la Corte, estableció condiciones idóneas para acentuar aún más el  
rol de mecanismo de control técnico-político de la regla del precedente 
único obligatorio. 

El sistema de elección por voto popular como vía para acceder al cargo 
de ministro, considerando el significativo poder del oficialismo, presenta un 
riesgo considerable en cuanto a que la nueva generación de ministros pueda 
desarrollar una interpretación constitucional guiada más por los intereses y 
circunstancias político-partidistas que por la carta de derechos y demás pautas 
constitucionales. Sesgo que, considerando los resultados de la última elección 
federal, se habrá de traducir en una deferencia judicial hacia el oficialismo, 
tanto frente al poder Legislativo como al Ejecutivo, con miras a tolerar un 
ejercicio discrecional del poder y diluir la maquinaria de pesos y contrapesos 
establecida en la Constitución. 

El control —no administrativo sino de criterios jurisdiccionales— que 
permitió el sistema del precedente único desde la Suprema Corte respecto 
toda la judicatura con la reforma de 2021 se facilita todavía más con la re-
forma judicial de 2024. Esto debido, además de las inercias políticas antes 
anotadas, porque ahora con la reducción de once a nueve ministros, el nú-
mero de votos necesarios para lograr la obligatoriedad de un precedente es 
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de tan sólo seis. Basta ese número para impulsar una decisión que obligue 
a todos los tribunales inferiores, federales y locales, sean o no parte de los 
poderes judiciales.9 

VI- La vulnerabilidad de la jurisprudencia 
protectora de derechos humanos
La deferencia hacia el oficialismo que permite este rediseño de la Supre-
ma Corte y el acceso al cargo judicial por la vía electoral hace previsible  
que serán pocas las ocasiones en que se llegue a sostener la inconstitucio-
nalidad o inconvencionalidad de alguna ley, máxime si éstas emanan de las 
actuales legislaturas.

En esta dinámica de deferencias políticas no sería extraño que, una vez 
instalada la renovada Suprema Corte, en breve tiempo tengamos un cuerpo 
jurisprudencial distinto al actual —que en la última década se ha caracteri-
zado por avanzar en la protección de los derechos humanos—. 

Dado, entonces, que la nueva Corte, derivada de la reforma judicial de 
2024, puede apartarse de sus propios precedentes, es esperable que se vayan 
dejando atrás criterios que fueron fortaleciendo derechos humanos y limi-
tando el ejercicio del poder a través de la actividad interpretativa. Maxime 
la prevalencia que tendrá la interpretación “literal” que el poder legislativo 
en turno ha insistido como la única admisible, procurando impedir cualquier 
otro tipo de interpretación. 

En la medida en que esto suceda, la jurisprudencia y criterios protectores 
de derechos humanos emanados de Tribunales Colegiados irá siendo supe-
rada y, en esta lógica, también mermando en su producción. 

En un terreno más operativo o funcional, es de notarse que ninguna de 
las medidas introducidas en la reforma de 2024 ayuda a solucionar los pro-

9	 En México existen órganos jurisdiccionales que no están integrados formalmente a los po-
deres judiciales, tanto a nivel federal como nivel estatal. Cuando esto sucede, generalmente 
forman parte de los poderes ejecutivos, pero sus funciones son materialmente jurisdicciona-
les. Así sucede con la justicia agraria (federal), la contenciosa-administrativa (federal y local), 
la militar. A nivel local, en algunos estados también con la justicia electoral. La obligatoriedad 
de la jurisprudencia de la Suprema Corte obliga a toda autoridad jurisdiccional, sea federal o 
local encuentra arraigo histórico también. Artículo 217, primer párrafo, de la Ley de Amparo: 
“La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia de la Nación será obligatoria 
para todas las autoridades jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas, 
con excepción de la propia Suprema Corte”.
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blemas estructurales que desde 2021 enfrentó la introducción del precedente 
obligatorio. Me refiero, por ejemplo, al ya mencionado problema del gran 
volumen de casos que conoce la Corte. De hecho, la reforma agravó las co-
sas. En la medida en que suprimió el funcionamiento de la Corte en sus dos 
Salas —ahora sólo funcionará en Pleno—, se le restó capacidad operativa 
mientras que mantuvo el mismo cúmulo de competencias. Esto es, sigue 
siendo competente para conocer los mismos asuntos, aun cuando se mermó 
la estructura para procesarlos. La barrera estructural que hacía disfuncional 
el sistema de precedentes se hizo todavía más grande. 

VII. Los retos de la repoblación de las judicaturas
Del otro extremo de la ecuación están los juzgadores de menor jerarquía, 
encargados de conocer y trabajar con el sistema de jurisprudencia y prece-
dentes. Para que un sistema de precedentes funcione se necesita, primero que  
nada, una judicatura que lo conozca y use. Sin negar el gran incentivo  
que habrá para seguir los precedentes con el nuevo Tribunal de Disciplina, 
por el temor de los jueces de ser sancionados en caso de no acatarlos. Lo 
cierto es que la repoblación masiva de la judicatura federal y estatales que 
mandata la reforma de 2024, a través de reglas electorales que no privilegian 
la experiencia o práctica judicial, menos aún el conocimiento jurisprudencial, 
permite augurar que la operatividad del sistema de jurisprudencia se verá aún 
más comprometida. 

En la medida en que perfiles noveles accedan al cargo, su familiarización 
con el cuerpo jurisprudencial existente requerirá un tiempo importante. Es 
cierto, se previeron comités de evaluación para auxiliar a los tres poderes 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial, únicos postulantes de candidatos, en su 
tarea de definir las candidaturas; pero, en realidad, no se cercioró sobre los 
conocimientos técnicos o competencias requeridas para el cargo, menos aún 
el manejo de la jurisprudencia. 

Así, si bien la legislación transitoria ha establecido que los existentes 
precedentes obligatorios permanecerán vigentes tras la reforma10, en térmi-
nos prácticos, su efectividad dependerá, primero y en esencia, de que éstos 

10	 Artículo octavo transitorio, nueva Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, Diario 
Oficial de la Federación, 20 de diciembre de 2024.
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sean siquiera conocidos e internalizados por la nueva población de personas 
juzgadoras electas. En particular, aquellos que por primera vez se sumen al 
poder judicial. 

Afirmar lo anterior no desconoce que la búsqueda de jurisprudencia es una 
tarea que hoy en día pueden ser facilitadas por medios digitales, pero no deja 
de ser necesaria cierta preparación para contextualizar, interpretar, y sortear 
entre un amplio universo de precedentes para llevarlos al caso concreto. No 
se trata, es cierto, de una tarea imposible, pero sí implica un esfuerzo peda-
gógico y formativo de largo aliento, que exige tiempo, voluntad, presupuesto, 
capital humano e infraestructura. 

La repoblación masiva torna altamente probable que, en la práctica, los 
nuevos juzgadores se apoyen mucho en los secretarios del órgano en su día 
a día. Estos funcionarios, gracias a que su estabilidad no fue impactada por 
la lógica del voto popular, se mantendrán en sus puestos tras la elección y 
están habituados al uso de la jurisprudencia. Pero en este contexto, la con-
junción de todas estas circunstancias puede llevar a lo que coloquialmente se 
conoce como “justicia de secretarios”. Es decir, cuando los jueces se apoyan 
o dependen en exceso de lo que sabe el secretario, quien en realidad está 
decidiendo es el secretario y no el juzgador o, por lo menos, aquél ejerce 
una fuerte influencia en sus decisiones. Esta práctica ha sido, y con razón, 
duramente criticada cuando se han sospechado o advertido casos así en la 
saliente judicatura, por la defraudación que implica y los riesgos de corrup-
tibilidad que suscita. 

Además, no olvidemos que la reforma judicial Obrador-Sheinbaum se pre-
sentó cuando estábamos apenas en medio de una transición hacia una forma 
distinta de pensar, trabajar y usar los “precedentes” obligatorios resultados 
de la reforma de 2021. Para los salientes juzgadores esto ha representado 
emprender un proceso de reaprendizaje en el que se tuvieron algunos avances, 
pero que con su salida se desvanecen. Proceso en el que tendrán que iniciarse 
los entrantes que no provengan de las existentes judicaturas. 

La persistencia de las barreras estructurales y los retos de repoblar la judi-
catura, federal y estatales, comprometen tanto la impartición de una justicia 
técnicamente sólida, como la posibilidad de que el sistema de jurisprudencia 
abone a la seguridad jurídica a la que aspira. 
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VIII. Conclusión
Lo antes trazado permite apreciar que la reforma judicial de 2024 no sólo 
tiene un enorme impacto desde la perspectiva de la división de poderes, de 
la que mucho se ha hablado por las importantes afectaciones que trajo a la 
independencia judicial. La reforma impacta también todo aquello que tiene 
que ver con la impartición de justicia, aun algo tan aparentemente técnico, 
teórico o inconexo con la materia electoral central de la misma, como lo es el 
sistema de jurisprudencia. Lo trastocó al agravar los riesgos y complejidades 
políticas y técnicas que ya tenía, y añadirle otros, antes inimaginables.

Decía Carnelutti que “es bastante más preferible para un pueblo tener 
malas leyes con buenos jueces, que malos jueces con buenas leyes”. En esta 
encrucijada, que el sistema de jurisprudencia sea funcional, que pueda ofrecer 
la certeza y seguridad jurídica a la que en última instancia aspira o cuando 
menos seguir siendo la fuente y herramienta jurisdiccional a la que estamos 
habituados, y que —muy importante— no sirva como tablero de control po-
lítico, dependerá en buena medida de la suerte, por el componente aleatorio 
que tiene el proceso de selección de candidaturas judiciales y la aleatoriedad 
propia de toda elección popular. Dependerá de los perfiles, experiencia y vi-
sión que tengan los juzgadores que, en esa aleatoriedad electoral, cuando no 
manipulación, arroje la elección extraordinaria de 2025, la elección ordinaria 
de 2027 y sus sucesivas. Y sin desdoro, por supuesto, de que se remonten 
las importantes flaquezas que en México tienen las prácticas institucionales, 
gremiales y de quiénes forman las nuevas generaciones de abogados. 


